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SENTENCIA 
  

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de enero de 2020. 

La parte peticionaria, señora Joanmarie Quiñones Molina (Quiñones 

Molina), instó el presente recurso de certiorari el 1 de noviembre de 2019. 

Mediante este, impugnó la Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan. En esta, el foro primario declaró sin 

lugar una Moción de Reconsideración presentada por la señora Quiñones 

Molina.  

Una vez evaluados los sendos escritos de las partes litigantes, 

concluimos que el foro primario abusó de su discreción al no dejar sin 

efecto la anotación de rebeldía de la parte demandada, aquí peticionaria, 

ni relevarla de la Sentencia Parcial emitida el 22 de febrero, notificada el 29 

de febrero de 2016. Por tanto, expedimos el auto de certiorari y concluimos 

que procede la revocación de dicha sentencia. Veamos. 

I 

 Este caso tuvo su origen en una demanda sobre cobro de dinero, 

instada por el licenciado Juan A. Sánchez Rivoleda (Sánchez). En ella, 

adujo que sus servicios fueron contratados por la señora Quiñones Molina 

y su hermano, el señor Juan Carlos Quiñones Santiago (Quiñones 

Santiago), para realizar unos trámites en cuanto al caudal hereditario de su 
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padre, el señor Juan Quiñones Esquilín. Según el contrato, como pago de 

los honorarios, la señora Quiñones Molina y el señor Quiñones Santiago 

acordaron el 10% de su participación en el caudal relicto.1 El documento 

titulado Autorización fue suscrito el 8 de junio de 2010, por los hermanos 

Quiñones.2  

 La peticionaria fue debidamente emplazada, sin embargo, no 

contestó oportunamente la demanda, por lo que, el 16 de diciembre de 

2013, el foro primario le anotó la rebeldía.3 Posteriormente, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió una Sentencia Parcial el 22 de febrero, notificada 

el 29 de febrero de 2016, en la que condenó a la señora Quiñones Molina 

al pago de $36,708.19, más los intereses, las costas y los gastos del litigio. 

 Así las cosas y luego de varias incidencias procesales, la 

peticionaria presentó una Moción al amparo de la Regla 49.2(d). En esta, 

adujo que, a pesar de que entendía que el Lic. Sánchez debía ser 

compensado por el trabajo realizado, se debía declarar nula la sentencia 

debido a que las cuantías impuestas no se ajustaban a la realidad. Señaló 

que la división y partición de la herencia no había finalizado por lo que no 

podía decirse que la parte recurrida era acreedora de un dinero en 

específico. En consecuencia, solicitó que se dejara sin efecto la sentencia 

y se fijaran los honorarios de abogado a base del quantum meruit.  

 Posteriormente, el Lic. Sánchez presentó una Moción en oposición 

a la Moción al amparo de la Regla 49.2 (d) por falta de jurisdicción. En 

síntesis, el recurrido arguyó que habían pasado más de seis (6) meses 

                                                 
1 Además, y según surge de la demanda, el Lic. Sánchez solicitó $5,000 adicionales en 
concepto de honorarios de abogados. 
 
2 Debemos puntualizar que, el 7 de julio de 2010, el señor Quiñones le solicitó al Lic. 
Sánchez que no lo representara más. Mediante dos (2) cartas, el señor Quiñones le retiró 
la autorización al recurrido para que obrara en su nombre y anunció que contrataría a otro 
abogado. No obstante, el Lic. Sánchez continuó con la representación legal de la señora 
Quiñones. Según el recurrido, este llevó a cabo las siguientes gestiones: solicitó 
certificados de defunción y de nacimiento; solicitó la certificación negativa o acreditativa 
de testamento; obtuvo copia certificada del testamento; presentó una petición de nulidad 
de la institución de herederos en el alfanumérico K AC2010-1042; realizó el inventario de 
los bienes muebles e inmuebles de la herencia; preparó la planilla de caudal relicto; obtuvo 
el relevo del Departamento de Hacienda; y, preparó las escrituras registrales y la 
adjudicación de bienes muebles e inmuebles, entre otras.  
 
3 Según surge del expediente, el Tribunal de Primera Instancia también le anotó la rebeldía 
al señor Quiñones. Sin embargo, tiempo después, esta fue dejada sin efecto.  



 
 
 
KLCE201901454 
    

 

3 

desde que se dictó la sentencia parcial, por lo que el tribunal no tenía 

jurisdicción para atender dicha solicitud. Además, expresó que la señora 

Quiñones Molina no expuso ningún planteamiento que sustentara la 

solicitud de nulidad de sentencia.  

 El 22 de octubre de 2018, la peticionaria presentó una Moción 

acompañando declaración jurada en apoyo de la Moción bajo la Regla 49.2. 

Según la declaración jurada, el Lic. Sánchez se comunicó con ella y le 

informó que presentaría una demanda de cobro de dinero. Además, la 

peticionaria señaló que no presentó una alegación responsiva debido a que 

el recurrente le informó que no tenía que contratar abogado ni asistir al 

tribunal. Adujo que, a pesar de haber presentado una demanda en el 2013 

para poder cobrar sus honorarios, el Lic. Sánchez continuó 

representándola. Según su relato, el Lic. Luis A. Figueroa Astasio 

(Figueroa) comenzó a representarla, sin embargo, señaló que este nunca 

fue su abogado debido a que todos los escritos los preparaba el Lic. 

Sánchez y eran firmados en su oficina, nunca acudió a la oficina del Lic. 

Figueroa ni este le explicaba los escritos o el trámite del caso. Sostuvo que 

el Lic. Figueroa nunca le explicó que estaba en rebeldía; que durante la 

deposición que le tomaron no le hizo preguntas; y que posteriormente 

renunció. En síntesis, arguyó que durante el proceso no tuvo una asesoría 

legal correcta, efectiva e inteligente.  

 Así las cosas, el 4 de septiembre de 2019, notificada el 10 de 

septiembre de 2019, el Tribunal de Primera Instancia emitió una Resolución 

en la que declaró sin lugar la solicitud de la peticionaria.  

 Insatisfecha con tal determinación, la señora Quiñones Molina 

presentó una Moción de Reconsideración. No obstante, el 4 de octubre, 

notificada el 7 de octubre de 2019, el foro recurrido dictó una Resolución 

que denegó la referida reconsideración, sin mayores fundamentos.   

 Inconforme aún, el 1 de noviembre de 2019, la señora Quiñones 

Molina instó este recurso y apuntó la comisión del siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia en no permitir que se 
dejara sin efecto la Sentencia y se reabriera este caso para 
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la discusión de Conferencia con Antelación a Juicio y Juicio 
por entender que el caso aún está vigente y que no hay daño 
ninguno en el mismo ya que todavía parte del caso bajo los 
mismos hechos y las mismas circunstancias se está 
ventilando ante el TPI.  
 
En síntesis, la parte peticionaria plantea que el foro primario debió 

dejar sin efecto la anotación de rebeldía, así como la sentencia parcial y 

permitirle establecer sus defensas afirmativas. Adujo, además, que tuvo 

una inadecuada representación legal lo que la colocó en un estado de 

indefensión. A su vez, sostuvo que la parte recurrida no sufrirá un perjuicio 

si se concede el relevo de sentencia debido a que aún no se ha celebrado 

el juicio.  

El 15 de noviembre de 2019, el Lic. Sánchez presentó su oposición.  

Por su parte, arguyó que la actitud de dejadez e incumplimiento desplegada 

por la parte peticionaria justificaba la determinación del foro primario. 

Además, señaló que en todos los procedimientos la señora Quiñones 

Molina había estado adecuadamente representada. Igualmente, sostuvo 

que la sentencia había sido dictada en el 2016, por lo que la solicitud de 

relevo de sentencia era improcedente.  

Evaluadas las sendas posiciones de las partes comparecientes, así 

como del examen minucioso del derecho aplicable, concluimos que 

procede revocar la sentencia parcial impugnada en este recurso, así como 

la anotación de rebeldía. 

II 

A 

Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto planteado, ya 

sea expidiendo el auto o denegándolo. Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 324, 

334 (2005). Así, pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya 

característica se asienta en “la discreción encomendada al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012).  
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La discreción para atender un recurso de certiorari no se ejerce en 

el vacío. La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los 

criterios que debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional; a decir:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.     
           
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.           
  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.             
  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.           
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.         
        
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 
Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso abuso 

de discreción o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y parcialidad, o 

que se [haya equivocado] en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial.” Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986). Lo anterior le impone a este Tribunal la obligación de 

ejercer prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro 

de primera instancia. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008).   

B 

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, 

establece el mecanismo procesal que se tiene disponible para solicitarle al 

foro primario el relevo de los efectos de una sentencia, cuando esté 
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presente alguno de los fundamentos allí expuestos. Náter v. Ramos, 162 

DPR 616, 624 (2004). Su propósito principal es impedir que se vean 

frustrados los fines de la justicia, mediante tecnicismos y sofisticaciones.  

Íd.; véase, además, Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 449 (1977). 

Quede claro, sin embargo, que esta Regla “no es una llave maestra 

para reabrir a capricho el pleito ya adjudicado” y echar a un lado la 

sentencia dictada correctamente. Íd., citando a Ríos v. Tribunal Superior, 

102 DPR 793, 794 (1974). Por el contrario, le corresponde al tribunal hacer 

un balance entre dos intereses en conflicto, a decir: de una parte, que toda 

litigación sea concluida y tenga finalidad; y, de otra parte, que en todo caso 

se haga justicia. Náter v. Ramos, 162 DPR, a la pág. 624; véase, además, 

García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 540 (2010). 

Dicho esto, el Tribunal Supremo ha recalcado que, cuando un 

tribunal examina una solicitud de relevo de sentencia al amparo de la Regla 

49.2, tiene que considerar ciertos criterios para salvaguardar los derechos 

de las partes involucradas en el litigio. En primer lugar, el juzgador deberá 

estar atento a la existencia de una defensa válida que oponer a la 

reclamación del peticionario; de otra parte, tomará en consideración el 

tiempo que media entre la sentencia y la solicitud de relevo. Además, 

auscultará el perjuicio que sufriría la parte contraria si se concede el relevo 

de la sentencia y el perjuicio que sufriría la parte promovente de no ser 

concedido el remedio solicitado. Pardo v. Sucn. Stella, 145 DPR 816, 825 

(1998); véase, además, Reyes v. E.L.A., et al., 155 DPR 799, 809-810 

(2001). 

También, es indispensable que la parte que solicita el relevo de la 

sentencia aduzca, al menos, una de las razones enumeradas en esa regla 

para tal relevo. Por lo tanto, el promovente de la solicitud está obligado a 

justificar la misma amparándose en una de las causales establecidas en la 

Regla 49.2. García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR, a la pág. 540; 

Reyes v. E.L.A., et al., 155 DPR, a la pág. 809. Dichas causales son: (1) 

error, inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable; (2) descubrimiento 
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de evidencia esencial; (3) fraude, falsa representación u otra conducta 

impropia de una parte adversa; (4) nulidad de la sentencia; (5) la sentencia 

ha sido satisfecha, renunciada o se ha cumplido con ella; y, (6) cualquier 

otra razón que justifique la concesión de un remedio contra los efectos de 

una sentencia. 32 LPRA Ap. V, R. 49.2. 

 Valga subrayar que, con excepción de los casos de nulidad de la 

sentencia o cuando esta haya sido satisfecha, el relevo a una parte de los 

efectos de una sentencia es una decisión discrecional. García Colón et al. 

v. Sucn. González, 178 DPR, a la pág. 540; Dávila v. Hosp. San Miguel, 

Inc., 117 DPR 807, 818 (1986); Fine Art Wallpaper v. Wolff, 102 DPR 451, 

458 (1974). De hecho, en el caso de una sentencia que haya sido dictada 

sin jurisdicción o, cuando al dictarla se ha quebrantado el debido proceso 

de ley, no hay margen de discreción y resulta mandatorio declarar su 

nulidad y dejarla sin efecto. García Colón et al. v. Sucn. González, 178 

DPR, a la pág. 543-544. 

Por ello, aun cuando el Tribunal Supremo ha reconocido que la 

Regla 49.2 debe ser interpretada de forma liberal4, el interés de que los 

pleitos se vean en los méritos no puede bajo toda circunstancia prevalecer 

sobre los intereses, igualmente justos, de evitar la congestión en los 

calendarios, de que los casos se resuelvan con prontitud, se termine la 

incertidumbre y se eviten las demoras innecesarias en el trámite judicial, 

promoviendo la solución justa, rápida y económica de las controversias.  

Pardo v. Sucn. Stella, 145 DPR, a la pág. 825. 

Por último, conviene recalcar que, en esta jurisdicción, la doctrina 

prevaleciente ha sido consecuente y enfática a los efectos de que la Regla 

49.2 no sustituye, ni está disponible, para revisar una sentencia dictada 

válidamente. Es decir, su función no es corregir errores de derecho, ni 

errores de apreciación o valoración de la prueba, pues estos son 

                                                 
4 El propio Tribunal Supremo nos ofrece un ejemplo de lo que constituye una 
“interpretación liberal” de la Regla 49.2, a decir: cuando se atienda una moción de 
reconsideración presentada fuera del término para considerarla, y se le resuelva cual si 
fuera una moción de relevo de sentencia. Claro está, la moción de reconsideración tardía 
tiene que aducir y cumplir estrictamente con los fundamentos contenidos en la Regla 49.2.  
García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR, a la pág. 541. 
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fundamentos para una reconsideración o para la apelación de la sentencia, 

no para el relevo de la misma. García Colón et al. v. Sucn. González, 178 

DPR, a la pág. 543; citando a R. Hernández Colón, Práctica jurídica de 

Puerto Rico: derecho procesal civil, 4ta ed., San Juan, Ed. LexisNexis, 

2007, Sec. 4804, pág. 353. 

C 

En cuanto a la anotación de rebeldía, la Regla 45.1 de las de 

Procedimiento Civil, dispone como sigue:  

Cuando una parte contra la cual se solicite una sentencia que 
concede un remedio afirmativo haya dejado de presentar 
alegaciones o de defenderse en otra forma según se dispone 
en estas reglas, y este hecho se pruebe mediante una 
declaración jurada o de otro modo, el Secretario o Secretaria 
anotará su rebeldía.  

  
El tribunal a iniciativa propia o a moción de parte, podrá anotar 
la rebeldía a cualquier parte conforme a la Regla 34.3(b)(3) de 
este apéndice.  

  
Dicha anotación tendrá el efecto de que se den por admitidas 
las aseveraciones de las alegaciones afirmativas, sujeto a lo 
dispuesto en la Regla 45.2(b) de este apéndice.  

  
La omisión de anotar la rebeldía no afectará la validez de una 
sentencia dictada en rebeldía.  

  
32 LPRA Ap. V, R. 45.1.   

Con relación a dicha regla, el Tribunal Supremo ha expresado que, 

“[e]l propósito del mecanismo de la rebeldía es desalentar el uso de la 

dilación como estrategia de litigación”. Rivera Figueroa v. Joe’s European 

Shop, 183 DPR 580, 587 (2011). A su vez, ha afirmado que “la rebeldía ‘es 

la posición procesal en que se coloca la parte que ha dejado de ejercitar su 

derecho a defenderse o de cumplir con su deber procesal’”.  Íd.  

La anotación de rebeldía es un remedio que opera para dos tipos de 

situaciones. Íd., a la pág. 589.  La primera, cuando el demandado no 

cumple con el requisito de comparecer a contestar la demanda o a 

defenderse en otra forma prescrita por ley, es decir, cuando no presenta 

alegación alguna contra el remedio solicitado. Íd. La segunda, para 

situaciones en las que una de las partes en el pleito ha incumplido con 

algún mandato del tribunal, lo que motiva a este a imponerle la rebeldía 
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como sanción.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR, a la 

pág. 589. 

Los efectos de la anotación de rebeldía “se resumen en que se dan 

por admitidos todos los hechos bien alegados en la demanda o la alegación 

que se haya formulado en contra del rebelde”. Íd., a la pág. 590.  Asimismo, 

“se autoriza al tribunal para que dicte sentencia, si esta procede como 

cuestión de derecho”.  Íd., a la pág. 589. 

De otra parte, la Regla 45.3 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 45.3, provee para que un tribunal deje sin efecto la anotación de 

la rebeldía de una parte. 

El tribunal podrá dejar sin efecto una anotación de rebeldía 
por causa justificada, y cuando se haya dictado sentencia en 
rebeldía, podrá asimismo dejarla sin efecto de acuerdo con la 
Regla 49.2 de este apéndice. 

 
 En Neptune Packing Corp. v. Wackenhut Corp., 120 DPR 283 

(1988), el Tribunal Supremo de Puerto Rico comparó los criterios 

necesarios para dejar sin efecto una anotación de rebeldía y los necesarios 

para conceder un relevo de sentencia, conforme a la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2. Así pues, dispuso como sigue: 

[…]  Expresamente sostenemos que los criterios inherentes a 
la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, tales como si el 
peticionario tiene una buena defensa en sus méritos, el 
tiempo que media entre la sentencia y la solicitud de 
relevo, y el grado de perjuicio que pueda ocasionar a la 
otra parte la concesión del relevo de sentencia, son 
igualmente aplicables cuando se solicita que una sentencia 
dictada en rebeldía sea dejada sin efecto. 

 
Neptune Packing Corp. v. Wackenhut Corp., 120 DPR, a la pág. 294. 
(Énfasis nuestro; bastardillas en el original). 
 
 De hecho, en dicha opinión, el Tribunal Supremo alude a ese “fino 

balance” entre la deseabilidad de dar por terminados los pleitos y que estos 

se resuelvan en sus méritos. Íd. Evidentemente, se trata del ejercicio 

ponderado de la discreción del foro primario, el cual, ante la ausencia del 

perjuicio que pudiera ocasionar a la otra parte, debe inclinarse y propiciar 

la adjudicación de los pleitos en sus méritos. Íd.; véase, además, J.R.T. v. 

Missy Mfg. Corp., 99 DPR 805, 811 (1971); Román Cruz v. Díaz Rifas, 113 

DPR 500, 506-507 (1982).  
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 Cual planteado en J.R.T. v. Missy Mfg. Corp., con relación a la Regla 

45 de Procedimiento Civil,  

[e]l objeto de estas disposiciones procesales no es conferir 
una ventaja a los demandantes o querellantes para obtener 
una sentencia sin una vista en los méritos. Son normas 
procesales en beneficio de una buena administración de la 
función adjudicativa, dirigidas a estimular la tramitación 
diligente de los casos. […]. Por eso, y por lo oneroso y 
drástico que resulta sobre las partes demandadas o 
querelladas una sentencia en rebeldía, es que se ha 
establecido la norma de interpretación liberal, debiendo 
resolverse cualquier duda a favor del que solicita que se 
deje sin efecto la anotación de rebeldía, a fin de que el 
caso pueda verse en los méritos. […]. 
 
Cuando, como en este caso, se aduce una buena defensa y 
la reapertura no ocasiona perjuicio alguno, constituye un 
claro abuso de discreción el denegarla. Como regla 
general, una buena defensa debe siempre inclinar la 
balanza a favor de una vista en los méritos, a menos que 
las circunstancias del caso sean de tal naturaleza que revelen 
un ánimo contumaz o temerario por parte del querellado. […]. 

 
J.R.T. v. Missy Mfg. Corp., 99 DPR, a la pág. 911. (Énfasis nuestro; citas 
omitidas). 
 
 Una buena defensa en los méritos; el perjuicio, si alguno, que podría 

sufrir la parte contraria; y, el momento en el tiempo en que se solicita, 

constituyen los criterios a ser ponderados por el tribunal al adjudicar una 

solicitud para que se deje sin efecto una anotación de rebeldía. Si bien se 

trata de un ejercicio de discreción judicial, este debe operar a base de 

dichos criterios. Además, se trata de una norma de interpretación liberal, 

cuyo fin último debe ser la adjudicación en sus méritos de los casos. 

III 

 En su único señalamiento de error, la parte peticionaria planteó que 

el foro primario incidió al resolver que no procedía el relevo de la sentencia 

parcial dictada en su contra. Analizadas detenidamente las sendas 

posturas de las partes litigantes, resulta forzoso concluir que le asiste la 

razón. Veamos.    

 Conforme al trasfondo jurídico discutido previamente, reconocemos 

que al foro primario le cobija una amplia discreción. No obstante, al 

momento de analizar los criterios para dejar sin efecto una sentencia, así 
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como la anotación de rebeldía, la balanza discrecional puede y debe 

inclinarse hacia la adjudicación en sus méritos de los casos. 

 Tal cual consignamos al comienzo de esta sentencia, la controversia 

ante nuestra consideración gira en torno a un pleito sobre cobro de dinero 

entre el Lic. Sánchez y los hermanos Quiñones. Como parte de los 

acuerdos al momento de contratar los servicios profesionales del Lic. 

Sánchez, los hermanos Quiñones se obligaron al pago del 10% del caudal 

hereditario. Aunque, posteriormente, el señor Quiñones Santiago 

desautorizó al recurrido para que obrara en su nombre, este continuó 

representando a la peticionaria.  

 A priori, de una lectura de las mociones presentadas surge que, 

aunque comparecieron varios abogados a los diferentes pleitos en los 

cuales la señora Quiñones era parte, el Lic. Sánchez continuó la 

representación de facto de la peticionaria.   

Reiteramos que, aunque la decisión de dejar sin efecto una 

sentencia constituye un ejercicio de discreción judicial, este tiene que 

operar a base de los criterios de (1) si existe una buena defensa en los 

méritos; (2) el perjuicio, si alguno que podría sufrir la parte contraria; y, (3) 

el momento en que se solicita se deje sin efecto. Sin embargo, en el caso 

ante nuestra consideración, no atisbamos la ponderación de tales criterios. 

De hecho, el examen del expediente refleja que la parte peticionaria tuvo 

una inadecuada representación legal, por lo que se le violó su debido 

proceso. 

En fin, aunque la peticionaria no desplegó la diligencia que la 

circunstancia ameritaba, es incuestionable que el mecanismo procesal de 

relevo de sentencia está disponible cuando dicha sentencia se ha dictado 

en violación del debido proceso de ley. Dicho razonamiento es cónsono 

con la normativa vigente, ya que la falta de una adecuada representación 

legal repercute en el resquebrajamiento del debido proceso de ley que, al 

fin y al cabo, constituye un derecho fundamental tutelado por nuestra 
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Constitución. Al tratarse de la violación de un derecho constitucional, el 

relevo de sentencia se justifica por razón de la nulidad de la misma. 

Como criterio adicional, tengamos presente que: “[l]a posibilidad del 

ejercicio de defensas válidas por parte de un demandado es un hecho que 

los tribunales de instancia deben de tomar en consideración antes de llegar 

a determinaciones que, por su naturaleza, conllevan consecuencias 

funestas para esa parte.” Román Cruz v. Díaz Rifas, 113 DPR, a la pág. 

506. 

 De otra parte, no percibimos que dejar sin efecto la anotación de 

rebeldía y el relevo de sentencia pudiera causar perjuicio al recurrido. La 

controversia sobre la cuantía de sus honorarios aún se encuentra en etapas 

procesales preliminares ante el foro primario. 

 En fin, el análisis de los criterios jurisprudenciales relativos a la 

anotación de rebeldía y el relevo de sentencia inclinan la balanza a favor 

de una vista en sus méritos.  Esa es, a la luz de los hechos particulares de 

este caso, la conclusión más justiciera. 

IV 

 Conforme a lo antes consignado, expedimos el auto de certiorari y 

concluimos que el Tribunal de Primera Instancia abusó de su discreción al 

no dejar sin efecto la Sentencia Parcial dictada en contra de la señora 

Joanmarie Quiñones Molina.  En su consecuencia, revocamos la sentencia 

dictada el 22 de febrero de 2016, dejamos sin efecto la anotación de 

rebeldía de la demandada aquí apelante y ordenamos la continuación de 

los procedimientos acorde con lo aquí dispuesto. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.  

 

 
   Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


